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la aetara, de baja laboral o de inactividad de su negocio, aludiéndose de
ese modo, implícitamente, y resolviéndolo, al tema: el de si la situación
de asimilada al alta por Convenio le daba o no derecho a la prestación
que solicitaba, sin realizar actividad laboral, lógicamente. A esta
situación asimilada a la de alta es a la Que se refiere la Orden de 24 de
septiembre de 1970, que la actora citaba en su demanda, como
fundamento de su derecho, junto con el Decreto de 20 de agosto de 1970
yel art. 135.4 de la Ley General de la Seguridad Social de 30 de mayo
de 1974.

No obstante ello, y pese a plantearse en el recurso de suplicación el
mismo problema, la Sentencia del Ter, que es la que se impugna ahora.
omite toda consideración al respecto y resuelve y decide como si se
tratara simplemente de un tema de invalidez y de su prueba.

2. A la vista de lo expuesto no es, pues, ocioso, antes bien
conveniente para la estructura lógico·juridica de esta Sentencia, hacer
una breve consideración desde la perspectiva de la legalidad vigente y
de su problemática (como factor influyente en la incongruencia que se
observa), si bien a los solos efectos de su relevancia o reflejo constitu­
cionaL

La posibilidad de equívoco y contradicción entre las dos resoluciones
puede tener su origen, en efecto, en la especial situación del trabajador
autónomo en alta asimilada por Convenio con la Seguridad Social, a la
que alude la normativa laboral antes citada.

Cierto es que la actora -hoy recurrente- no podía alegar que hubiere
sufrido un descenso en su nivel de renta por su situación de invalidez
(que se declara probada), pues ya no desarrollaba su trabajo, de donde
cabria inferir la injustificación de la solicitud de prestación económica.
A ello parece referirse el Ma$istrado de Trabajo cuando afirma que sus
dolencias no inciden en la SItuación actual de dicha señora.

Sin embargo, también es asimismo cierto que la normativa vigente
aludida no se opone clara ni frontalmente a que las personas en
situación de Convenio Especial con la Entidad gestora puedan causar
derecho a pensión de invalidez, dicho sea esto sin prejuzgar en absoluto
la solución que la l' urisdícción laboral adopte. En efecto, la situación de
Convenio Especia es una situación asimilada a la del alta [art. 69.2 b)
de la Orden de 24 de septiembre de 1970], asimiJiación que se configura
no sólo como condición del derecho a las prestaciones [arts. 57.1 y 56.1
a) de la Orden citada], Sinó 'que su finalidad no es otra, precisamente,
que la de no impedir la .causación de tal derecho, y en este sentido el
art.69.1 y 2 b de la Orden relaciona expresamente la situación asimilada al
alta con el efecto de «pOder causar derecho a las prestaciones», siendo,
de otro lado, una causa extintiva de la situación de Convenio Especial
la de pasar el interesado a ser pensionista de invalidez [arto 71.2 c) de
la tan citada Orden].

Lo indicado, sin embargo, no parece constituir doctrina pacífica y fija
en la jurisprudencia laboral. Pero, en todo caso, ello mismo da fe de la
existencia de una cuestión susceptible de consideración y respuesta
judicial, como litigio subyacente.

Es, sin duda, la normativa indicada y su aplicación a los casos en
posible conflicto lo que puede y debe considerarse por la jurisdicción. En
el caso del recurso fue, en efecto, la propuesta por la parte, pero no la
decidida según la denuncia que la misma fonnula en este proceso
constitucional, alegando indefensión por incongruencia.

3. Ahora bien, por la parte recurrida, el Instituto Nacional de la
Seguridad Social, se dice en su escrito de alegaciones que no existe la
incongruencia que se denuncia en el recurso de amparo, porque en el
fundamento de la Sentencia del Ter se dan por buenos y aceptados los

de la Sentencia del Magistrado, al apreciar éste «que no se da la situación
de invalidez pennanente solicitad3»), dándose así a entender -según
.el INSS- que la Sentencia del TCT también se pronunció sobre el
derecho a la pensión, no incumendo por ello en incongruencia de
alcance constitucional.

Cabe contestar a esta objeción que, ciertamente, se ha aplicado el
derecho, pero no el que se solicitaba y se estimaba como aplicable, a la
situación de hecho que se ofrecia en la demanda. claramente explicitado
en la misma: invalidez sobrevenida en supuesto de alta asimilada por
Convenio con la Seguridad Social. Y si bien la Sentencia del Magistrado
de Trabajo si hace una implícita referencia al tema, no ocurre los mismo
con la del TCf, que omite toda consideración sobre el mismo,
decidiendo, en cambio, un tema distinto, es decir, y simplemente, el de
una invalidez y su prueba.

Se ha operado así una incongruencia extra petita, es decir, no una
concesión o decisión sobre más (ultra petita) o sobre menos (infra pelfta)
de lo pedido en la demanda, sino una decisión sobre cosa distinta,
derivada de la modificación, alteración o sustitución del presupuesto de
hecho, básico para'la causa pelendi, respecto de lo cual el Juez no tiene
poder de disposición, so pena de incurrir en incongruencia notoria
(art. 359 LEC). Por lo mismo, no se da, como insinúa la recum~,
INSS, una mera asunción o remisión a los argumentos de la SentenCIa
de la Magistratura de Trabajo -bastante para una motivación con­
gruente, según la doctrina de este Tribunal- porque parece claro que el
derecho que se dice aplicar por la Sentencia del TCf, no, se refiere al
previsto para la situación de hecho planteada por la parte, ni siquiera al
implicitamente considerando por el Magistrado de Trabajo, sino el otro
supuesto aludido, realmente no sometido a la decisión Judicial.

Es la incongruencia denunciada, en efecto. la que este Tribunal ha
definido en ya reiterada jurisprudencia como causante de indefensión,
prohibida en todo caso por el arto 24 de la CE en cuanto supone la
negación de la tutela judicial que dicho precepto consagra como derecho
fundamental protegido por el recurso de amparo. Por ello el que aqui y
ah~ra se interpone ha de ser resuelto en sentido favorable a la recurrente,
con los pronunciamientos anejos (art 55 de la LOTC).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por doña Claudia Prieto
Escanciano y, en conSecuencia:

l.0 Declarar la nulidad de la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo de 16 de marzo de 1987. recurso 534/1985.

2. Reconocer a la recurrente el derecho a una tutela judicial
efectiva.

3.0 Reponer las actuaciones al momento anterior al de dictarse
Sentencia, para que el Tribunal pronuncia la que estime procedente en
Derecho.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a ,doce de julio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente, Fernando García-Mon y González­
Regueral, Carlos de la Vega Benayas, Jesús Leguina Villa, Luis López
Guerra, Vicente Gimeno Sendra.-Finnado y rubricado.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

En el recurso de amparo mimo 843/87, interpuesto por don Manuel
José García Martín, doña Manuela Gómez Garcia y don Carlos Gómez
Gálvez, representados por el Procurador de los Tribunales don Carlos de
Zulueta y Cebrián y asistidos del Letrado don Francisco García del
Pozo, contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección

1. Antecedentes

l. Por escrito presentado en el registro de este Tribunal el 19 de
junio de 1987, don Carlos de Zulueta y Cebrián, Procurador de los
Tribunales y de don Manuel Jose García Martín, doña Manuela Gómez
Garcia y don Carlos Gómez Gálvez, interpone recurso de amparo contra
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección Séptima, de
8 de mayo de 1987, por la que se confinna la dictada por el Juzgado de
Distrito núm. 19, de la misma ciudad, con fecha 20 de julio de 1985,
sobre resolución de contrato de arrendamiento por cesión inconsentida
tras haberse atribuido la vivienda a uno de los cónyuges en previa
Sentencia de divorcio.

2. La demanda de amparo trae origen en los siguientes hechos
sucintamente expuestos:

Séptima, de 8 de mayo de 1987, por la que se confirma la dietada por
el Juzgado de Distnto núm. 19 de los de la misma ciudad, sobre
resolución de contrato de arrendamiento. Han comparecido el Ministe­
rio Fiscal y doña Gracia Francisco del Campo, representada por el
Procurador don Manuel Muníesa Marin )' asistida del Letrado don
Joaquín Fernández Duro, y Ponente el Magistrado don Carlos de la
Vega Benayas, quien expresa el parecer de la Sala.

Sala Primera. Sentencia 126/1987. de 12 de julio. Recurso
de amparo 843/1987. Contra Sentencia de fa Audien­
cia Provincial de Madrid, confirmatoria de la dic­
tada por el Juzgado de Distrito número 19, sobre resolución
de contrato de arrendamiento.
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando Garcia-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa. don Luis López Guerra, don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado
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a) Don Manuel José García Martín y doña Manuela Gómez
García, ahora recurrentes en amparo, contrajeron matrimonio y estable·
ciemo su domicilio conyugal en una vivienda que fue arrendada por el
esposo de doña Gracia, Francisco del Campo, en 1976.

b) Por Sentencia de 13 de junio de 1984, el Juzgado de Primera
Instancia núm. 25 de los de Madrid declaró el divorcio de los esposos
y atribuyó uso de la vivienda familiar a la esQOsa y a la hija, conforme
a lo prevenido en el arto 90, B), del Código Civil.

e) Con posterioridad a la Sentencia de divorcio, la propietaria y
arrendadora del piso presentó demanda de resolución del contrato de
arrendamiento por cesión inconsentida. El Juzgado de Distrito núm. 19
de los de Madrid, en Sentencia de 20 de julio de 1985, estimó la
demanda: Afirmaba el Juez que las resoluciones sobre divorcio, para que
pu~n vmcular a terceras personas, deben ser puestas.en conocimiento
de estas. y, ~ el presente caso, ~ había producido una subrogación no
consentIda nI tolerada-. y que eVidentemente no fue notificada.

d) Formulado reCurso de apelación, la Audiencia Provincial de
Madrid, Sección Séptima, en Sentencia de 8 de mayo de 1987, desestimó
el recurso y confirmó la resolución apelada. A juicio de la Audiencia,
había existido una subro~ón a favor de la esposa divorciada, que
permanecía en el domicilio conyugal, quien había devenido titular del
contrato de alTendamiento tras la Sentencia de divorcio; estableciendo
en la.vivi~daun domicilio familiar, primero sola y luego en un segundo
matrimOnIo (con don Carlos Gómez Gálvez, que es también ahora
recurrente en amparo); pero todo ello no podía hacer ine~istente la
obligación de notificar la subrogación a la arrendadora. subrogación que
éste no hubiera tenido más remedio que aceptar.

3. Los demandantes de amparo consideran que la Sentencia
dictada por la Audiencia indicada lesiona su derecho a la tutela judicial
ef~tiva(art.24.1 de la Constitución) en virtud de una doble argumenta­
C1on:

a) Para los recurrentes existe una laguna en el ordenamiento
jurídico, pues ni la llamada Ley de Divorcio (Ley 30/1981, de 7 dejulio),
en la reforma que del Código Civil hace, ni la Ley de Arrendamientos
U:rbanos (desde ahora IAU), al regular la cesión o subrogación del
conyu~ en el contrato de arrendamiento, contemplan la atribución del
domi~o familiar a uno de los cónyuges en el caso de recaer Sentencia
~ di~0fC10. Esto supuesto, no puede entenderse COmprendido el
diV0fC10 en los supuestos de cesión o subarriendo ni en cualquier otra
figura prevista en la Ley arrendaticia y deben concederse efectos directos
a.la; Sentencia del Juez de familia, es decir, la atribución judicial de la
vIVIenda !lo puede requerir una posterior notiiicadón a la acreedora. ya
que -se msíste- no cabe equiparar la notificación de la cesión al
arrendad!Jr ~como se prevé en el arto 24.2 de la LAU) con el divorcio.
Por consiguiente, no puede aceptarse la fundamentación recogida en la
resolución judicial recurrida.

b) Además, la Sentencia impugnada es incongruente, porque «ni en
la Sentenqa de instancia ni en la que se recurre» se responde a una de
las excepCIones formulada por la parte demandada y consistente en la
excepción perentoria de falta de acción por insuficiencia del titulo de
pedir, pues esta excepción se confunde a la hora de ofrecer una
~o~vaciónadecuada con la falta de legitimación activa que, en realidad,
Jamas fue planteada.

En consec,uencia, los recurrentes solicitan de este Tribunal que se
declare la nulIdad de la Sentencia dictada por la Audiencia indicada, que
se reconozca su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 de la
C.onsti~ución) y, en su virtud, que «se preserve su derecho a la plena
VIgenCIa del contrato de arrendamiento». Por otrosí se interesa la
suspensión de la ejecución de la Sentencia impugnada.

4. l.aentonces Sala Segunda, Sección Tercera, del Tribunal Consti­
tu<:íonal, a ten~r de lo dispuesto en el art.· 51 de la Ley Orgánica del
Tnbunal Cons.t:I.tucion~ (LOTC), acordó, en providencia de 8 de julio
de 1987, admItIr a tramIte la demanda, requerir las actuaciones a la
,,\udiencia. Provi~cial de Madrid y al Juzgado de Distrito núm. 19 de
di<:ha capital, e Interesar de los órganos judiciales que emplazaran a
qUienes fueron partes en el proceso civil procedente (a -excepción de los
~n~) para .q~e compa~ieran, si lo deseaban en el proceso
constitucional. .Asumsmo se dispuso formar la correspondiente pieza
separada para la sustanciación del incidente de suspensión..

- .5. Mediante auto de 22 de julio de 1987, la· Sala Segunda del
Tnbuna.l Constitucional acordó la suspensión de la ejecución de la
Sen~ncIade 8 de mayo de 1987, de la Audiencia Provincia, de Madrid,
Sección Séptima, una vez oídos a los recurrentes y al Ministerio Fiscal.

6. Po~ providencia de 16 de septiembre de 1987, la Sala Segunda
en su Sección Tercera. tuvo por recibidas las actuaciones y acordó tener
por personado y parte al Procurador de los Tribunales señor Muniesa
Martín, en nombre y representación de doña Gracia Francisca del
Campo, así como dar vista de las actuaciones recibidas al Ministerio
Fiscal y a los Procuradores de las partes para que formulasen alegaciones
en el plazo de veinte días, según lo prevenido en el art. 52 de la LOTe.

7. El Ministerio Fiscal, en escrito presentado el 15 de octUbre de
1987, interesa de este Tribunal que desestime la demanda de amparo por
concurrir la causa de inadmisión y luego de desestimación prevista en
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el arto 50.1, b), de la LOTC (en su redacción anterior a la reforma
introducida por la Ley Orgánica 6/1988, de 9 de junio) en relación con
el arto 44.1, c), y, para el caso de no apreciarse la concurrencia de la
precitada causa de desestimación, solicita que se otorgue el amparo
porque, a su juicio, la Sentencia impugnada vulnera el arto 24.1 de la
Constitución.

En efecto, los recurrentes impugnan únicamente la Sentencia de
apelación, pero como ésta se limita a continuar la dictada en instancia
y dada la identidad entre ambas Sentencias, dicho planteamiento
impugnatorio no puede ser admitido y, por tanto, debió de invocarse
formalmente y en grado de apelación el derecho fundamental supuesta­
mente vulnerado para permitir, en su caso, su reparación y satisfacer lo
exigido en el arto 44.1, c), de la LOTe. Esta falta de invocación formal
supone, en este momento procesal, que la a causa de inadmisión del
arto 50.1, b), de la LOTC en relación con el 3rt. 44.1, c), de la misma Ley,
se convierta en causa de desestimación de la demanda de amparo.

Ahora bien, en relación al fondo del asunto, existe para el Ministerio
Fiscal una vulneración del arto 24.1 de la Constitución, pues las
Sentencias recaídas en el proceso sobre la resolución del contrato de
arrendamiento contradicen lo ya resuelto en otra Sentencia anterior
sobre divorcio, respecto de la relación jurídica de la esposa con la
vivienda; además, la resolución que puso fin al proceso de divorcio era
firme y, por ello, sus declaraciones configuran la verdad jurídica entre
las partes, y en dicha resolución se atribuía la vivienda familiar a la
esposa y a la, hija como consecuencia de una disposición le~ (el arto 96
del Código Civil). Esta atribución judicial del domicilio no puede
calificarse de cesión o subarriendo y, consecuentemente, aplicar a ella lo
previsto en el art. 24 de la LAU, sobre notificación de la cesión, pues
ambos son supuestos bien distintos; así debe ponerse de manifiesto que
el cónyuge que celebra el contrato de arrendamiento no actúa en nombre
propio, sino en representación de la familia, lo que impide considerar
más tarde que la atribución del domicilio, tras el divorcio, a uno de los
cónyuges confi~ un caso de cesión inconsentida; en esta línea, el
Tribunal Constitucional ha reconocido la existencia de un litis consorcio
pasivo de marido y mujer, considerando a ambos en la misma situación
juridica contractual (STC 135/1986). Esta situación jurídica se refuerza
por la existencia, al tiempo de celebrar el contrato entre los cónyuges, de
una sociedad legal de gananciales, 10_que supone que el contrato de
arrendamiento era un bien ganancial y pertenecía a ambos cónyuges.,
como ha admitido el propio Tribunal Supremo.

En suma, no puede hablarse de una tran~sión del arto 24.1 de la
lAU cuando el Juez atribuye el uso del donucilio arrendado a uno de
los cónyuges en aplicación de los arts. 96 y 1.320 del Código Civil, y las
Sentencias de instancia y apelación ahora impugnadas suponen un
olvido de lo ya resuelto en la Sentencia de divorcio sobre el uso de la
vivienda. Por el contrario, debe sostenerse que, si el uso del domicilio
por la esposa es una consecuencia de la Ley, la mujer no puede venir
obligada a cumplir lo previsto en el arto 24 de la LAU. Y, en todo caso,
la resolución dictada por la Audiencia supane declarar una situación
juridica que resulta incompatible con otra creada por una Sentencia
anterior que ya ha alcanzado firmeza.

Por lo que respecta a la segunda tacha de lesión constitucional,
expuesta por el recurrente, debe estimarse que carece de fundamentación
y la cuestión planteada es meramente nominal, porque la Sala es libre
de encuadrar el supuesto fáctico planteado en la normativa legal que
considere adecuada.

8. Don Manuel Muniesa Marin, Procurador de los Tribunales, y de
doña Gracia Francisco del Campo, quien fue actora en el proceso civíl,
presenta escrito en este Tribunal el 29 de octubre de 1987 y solicita que
se deniegue el amparo. Así, no cabe acudir al amparo como una
instancia jurisdiccional más y limitarse a reiterar (como se hace en la
demanda) lo ya expuesto en dos instancias civiles, sin fundamentar cuál
es la infracción del precepto constitucional susceptible de amparo que se
ha producido. Y en cuanto al segundo motivo de amparo, la pretendida
incongruencia por no dar respuesta a una excepción alegada de falta de
acción por insuficiencia del título de pedir, debe sostenerse que ambos
órganos judiciales interpretaron acertadamente que esa excepción venía
comprendida: en la falta de legitimación activa y, es evidente, que la
resolución que entra en el fondo del asunto desestima todas las
excepciones. Por otra parte, no es posible dudar de la presencia de una
suficiente motivación en la SentenCia impugnada que·satisface lo exigido
en el arto 24.1 de la Constitución. Por ultimo, conviene insistir en que
lo acaecido es sólo consecuencia de la omisión por los recurrentes de la
símple notificación de la cesión.

9. Por su parte, los demandantes, en escrito presentado el 14 -de
octubre de 1987, solicitan que se otorgue el amparo. Razonan los
recurrentes, de forma más matizada que en la demanda, que la lesión del
art. 24.1 de la Constitución se produce como consecuencia de que la
Sentencia impugnada colisiona con la dietada en el proceso de divorcio
y como resultado previsible de la laguna legal denunciada

l
es decir, la

imprevisíón del legislador impide una verdadera tutela judicial efectiva
ante los Tribunales. Y reiteran la incongruencia omisiva que fue ya
denunciada en la demanda.

10. Por providencia de 7 de julio de 1989 se señaló para delibera­
ción y votación de esta Sentencia el dia 12 del mismo mes y año.
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11. Fundamentos jurídicos

1. Denuncia el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones que,
a su entender, concurre el motivo de inadmisión, y ahora de desestima­
ción del recurso previsto en el anterior arto 50.1, b), de la LOTe lel hoy
arto 50.1, a), en la actual redacción], en relación con el art. 44.1, e), d.e
la misma Ley, consistente en carecer la demanda de los requisitos
legalmente exigibles, toda vez Que no hubo una invocación formal y
expresa del derecho fundamental supuestamente vulnerado tan pronto
como hubo ocasión para ello. esto es, al recurrir en apelación la
sentencia de instancia.

Sin embargo, esa argumentación, excesivamente formalista, no
puede ser aceptada en el presente caso. Tiene ciertamente razón el
Ministerio Fiscal cuando advierte que los recurrentes impugnan única­
mente la Sentencia que agota la VÍa judicial procedente y que, al ser ésta
simplemente confirmatoria de la Instancia, hubo ocasión, al recurrir
ésta, para invocar formalmente el derecho fundamental y permitir, en su
caso, la reparación.

Ahora bien, el hecho de que no se encuentre una invocación expresa
del arto 24.1 de la Constitución en las actuaciones practicadas en el
recurso, no puede hacer olvidar que la pretensión y la causa de pedir de
los recurrentes en la apelación fueron sustancialmente las mismas que
ahora se llevan al amparo constitucional; por consiguiente, y en virtud
de esa identidad de razonamiento sobre la aplicación de una legislación
indebida o erróneamente interpretada, han de entenderse agotadas las
exigencias del principio de subsidiaridad que caracteriza este 'proceso de
amparo y cabe admitir que hubo una invocación implícita o sobreenten·
dida de la tutela judicial efectiva en cuanto derecho fundamental
presuntamente lesionado.

2. Por lo que respecta al tema de fondo planteado en el recurso hay
que indicar ya, en principio, que carece de relevancia constitucional, ya
que lo que en realidad se hace es reiterar ante este Tribunal el litigio
sometido a las instancias judiciales, de claro y neto carácter de legalidad
ordinaria y resuelto en aquéllas, aunque no a satisfacción de los·
recurrentes.

El fundamento de la pretensión que en él se articula, en efecto, reside
en la existencia previa y eficacia de una Sentencia firme y ejecutoria de
divorcio en la cual el Juez, al amparo del arto 96, en relación con los
artículos 90 Y 91, todos del Código Civil, atribuye el uso de la vivienda
y ajuar familiar a la esposa divorciada y aquí recurrente. Esta sostiene
que esa determinación judicial; basada en la Ley, produce efectos per se
yerga omnes, hasta el punto de excusarla del cumplimiento del requisito
de la notificación del cambio operado en el uso de la vivienda, para que
dicha alteración obligue sin más a la dueña y arrendadora del piso, a
tenor de lo dispuesto en el arto 24 de la Ley de Arrendamientos Urbanos
(cesión de la vivienda al cónyuge del inquilino).

Las sentencias impugnadas, como se indican en los antecedentes,
sostuvieron que se dio un supuesto de cesión inconsentida; por tanto
inválida, al no practicarse por la interesada la pertinente noticia a la
arrendadora .de la subrogación operada. En ambas instancias, en el
proceso de desahucio, tuvo oportunidad la ahora recurrente de sostener
su tesis.

Ahora, en el presente recurso, ·al precisarse su alcance y contenido en
el escrito de alegaciones, se indica que la violación del art 24 C. E. se
produjo por las sentencias impugnadas, no po~ue se resolviera el
contrato por la falta de notificaCIÓn, tema que -se du::e en el ·escrito- está
:vedado a este Tribunal y sólo confiado al órpno jurisdiccional, sino
porque la Sentencia recurrida en amparo coliSIOna frontalmente con la
dictada por el Juez ·del divorcio que atribuyó el uso de la vivienda,
impidiendo la tutela efectiva debido a una omisión dellegis1ador, que

Sala Primera. Sentencia 127/1989. de 13 de julio. Recurso
de amparo 426/1987. Contra Sentencia del Tribunal Cen·
tral de Trabajo. que estimó recurso de suplicaci6n inter­
puesto contra la dietada por la Magístratura de Trabajo
número 15 de Madrid. en autos sobre conflicto colectivo.
Supuesta vulneración de la libertad sindical.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Fernando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús ~ina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Oimeno Sendra, MagIStra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 426/87, promovido por la Federación
Estatal de Banca y Ahorro de Comisiones Obreras, representada por la
Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega y asistida por
el Letrado don Enrique Lino Pérez, contra la Sentencia de la Sala Quinta

al dictar la Ley de Divorcio debió prever ~se supuesto, dándose a
entender con ello que debe prevalecer la sentencia primera (de divorcio
y su medida respecto de la vivienda) sobre las relativas al desahucio por
cesión ilegal.

Lo ex.puesto basta para concluir que en uno y otro supuesto no ?lbe
atribuir y reprochar al Juez la vulneración del arto 24 C. E. En el pnmer
caso ya la propia recurrente lo reconoce (tema estrictamente de
legalidades ordinaria), con lo que también se desvirtúa la tesis del Fisc8l
al asimilar el supuesto al de la STC 135/1986, ya que en ésta lo que se
decidió fue el derecho de la esposa usuaria del piso a ser oída en el
proceso entablado por el arrendador contra el marido arrendatario,
luego de la se(W3Ción Conyuga~ por entenderse que la Ley configura una
especie de litlsconsorcio, al ser los cónyuges coposeedores (titularidad
familiar del arrendamiento) del bien arrendado para la familia.

En el otro argumento: Falta de tutela por laguna legal, cabria también
decir lo mismo, o bien, con más precisión, que lQ que ahora se sostiene
nO es más que un criterio distinto al judicial en una materia asimismo
atinente a la aplicación judicial del derecho, a la que los Jueces dieron
una respuesta, es decir, la de qne la Sentencia anterior que atribuyó el
uso de la vivienda no produjo el efecto de la notificación fehaciente que
exige el arto 24 la LAV, ni eximía a la interesada de notificar la
subrogación como presupuesto para la conservación de su derecho. No
dieron las Sentencias pues, el valor de cosa juzgada a la dictada por el
Juez que, al decretar el divorcio, atribuyó el uso de la vivienda conyugal
a la esposa aquí recurrente, quien pretendió que dicho acuerdo valiera
como la notificación que el arto 24.2 la LAU exige que el cedente haga
al arrendador para legalizar la sucesión arrendaticia, asimilación que
constituirla en verdad una aplicación analógica forzada y que la ley no
autoriza, si se tiene en cuenta lo que dispone el arto 1.252 del C. C.
cuando establece .que la presunción de cosa juzgada, con eficacia para
terceros (y tercero es aquí la arrendadora), sólo alcanza a las ~uestiones
relativas al estado civil, es decir, y en el caso, a la situación de divorcio
establecida, pero no a la relación contractual de cesión (atribución de la
vivienda), de carácter patrimonial. Al decidir, por tanto, la jurisdicción
en las Sentencias impugnadas en la forma y sentido en que 10 hizo, pues
dificilmente cabría incluir en el campo del derecho a la tutela judicial
una aplicación analógica de un precepto limitativo o especial, es claro
Que no traspasó los límites de la legalidad con invasión o desconoci­
miento del derecho constitucional que se invoca, ya que dio una
respuesta fundada a las pretensiones de las partes y decidiendo todos los
puntos sometidos a debate. La demanda, pues, debe ser desestimada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EspAÑoLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don Manuel José
García Martín, doña Manuela Gómez García y don Carlos Gómez
Gálvez.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a doce de julio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando Garcia-Mon y Gonzá­
Iez-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jesús Leguina ViUa.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firrnados y rubricados.

del Tribunal Central de Trabajo de 10 de febrero ,de 1987, que estimó
el recurso especial de suplicación interpuesto contra la, dictada por la
Magistratura de Trabajo núm. 15 de Madrid, en autos sobre conflicto
colectivo. Han sido partes el Ministerio Fiscal y el «Banco Hispano
Americano, Sociedad Anónima», representados por el Procurador de los
Tribunales don Rafael Rodríguez Montaut y asistido por el Letrado don
Ramón Sánchez Bayton, y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando
García·Mon y González-Regueral, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal elIde abril de 1987,
doña Isabel Cañedo Vega, en nombre y representación de la Federación
Estatal de Banca y Ahorro de Comisiones Obreras (Ce. OO.), interpone
recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal
Central de Trabajo (TCf) de 10 de febrero de 1987, que estimó recurso
especial de suplicación interpuesto contra la dietada por la Magistratura
de Trabajo núm. 15, en autos sobre conflicto colectivo. Invoca violación
del art 28. 1 de la Constitución._

2. Los hechos que sirven de base a la presente demanda de amparo
son, en síntesis, los siguientes:


